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La ley no establece ninguna prohibición para el ejercicio profesio-
nal independiente, siempre que ello no esté relacionado directamente 
con el cargo del que es titular.

Desde las perspectivas indicadas anteriormente, aun cuando la 
Constitución de la Ciudad no se ha ocupado en extenso de regular lo 
inherente a los titulares de los ministerios que conforman el gabinete 
del Poder Ejecutivo, su régimen puede deducirse tanto de las disposi-
ciones que rigen respecto de los legisladores, de las leyes que disponga 
al efecto la Legislatura en virtud de la delegación que los constituyentes 
han dispuesto sobre ella, conforme lo dispone el artículo 100 CCABA, 
como también de las reglamentaciones que al efecto dicte el Jefe de Go-
bierno en tanto conductor de la Administración.

Capítulo Tercero
Atribuciones y deberes

Artículo 102
El Jefe de Gobierno tiene a su cargo la administración de la Ciudad, la 

planificación general de la gestión y la aplicación de las normas. Dirige la 
administración pública y procura su mayor eficacia y los mejores resultados 
en la inversión de los recursos. Participa en la formación de las leyes según 
lo dispuesto en esta Constitución, tiene iniciativa legislativa, promulga las 
leyes y las hace publicar, las reglamenta sin alterar su espíritu y las ejecuta 
en igual modo. Participa en la discusión de las leyes, directamente o por me-
dio de sus Ministros. Publica los decretos en el Boletín Oficial de la Ciudad 
dentro de los treinta días posteriores a su emisión, bajo pena de nulidad.

EL PODER EJECUTIVO: UNA MIRADA LIMINAR
Por Estela B. Sacristán

INTRODUCCIÓN

Este artículo se encuentra inserto en el Capítulo Tercero de la 
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CCABA), que 
se titula “Atribuciones y deberes”. Es posible dividir dicho capítulo en 
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tres partes: una implícitamente introductoria (artículo 102), que in-
cluye lo relativo a los decretos de necesidad y urgencia (artículo 103); 
y dos partes específicas, una dedicada a las atribuciones y facultades del 
Poder Ejecutivo (artículo 104) y otra dedicada a los deberes de dicho ór-
gano (artículo 105). El artículo 103 ha sido objeto de comentario en otro 
lugar de esta obra. Por ende, los párrafos que siguen se centrarán en el 
artículo 102, de tono introductorio, a diferencia de los artículos 104 y 
105, comentados subsecuentemente, que se concentran en qué puede 
y qué debe hacer la rama ejecutiva.

COMPARACIÓN

Una comparación con el orden nacional puede resultar ilustrativa 
a efectos de un adecuado acercamiento al artículo 102 de la CCABA. 
Veamos:

“Supervisa el ejercicio de la facultad 
del jefe de gabinete de ministros 
respecto de la recaudación de las 
rentas de la Nación y de su inversión, 
con arreglo a la ley o presupuesto de 
gastos nacionales” 
(artículo 99, inc. 10). 

“… y procura su mayor eficacia y los 
mejores resultados en la inversión 
de los recursos”.

“Es el jefe supremo de la Nación, jefe 
del gobierno y responsable político 
de la administración general del país” 
(artículo 99.1).

“El Jefe de Gobierno tiene a su cargo la 
administración de la Ciudad, la 
planificación general de la gestión y la 
aplicación de las normas.
Dirige la administración pública…”

Constitución Nacional Constitución de la CABA

“Participa de la formación de las leyes 
con arreglo a la Constitución, las 
promulga y hace publicar” 
(artículo 99.3).
“Las leyes pueden tener principio en 
cualquiera de las Cámaras del 
Congreso, por proyectos presentados 

“Participa en la formación de las leyes 
según lo dispuesto en esta 
Constitución, tiene iniciativa 
legislativa, promulga las leyes y las 
hace publicar, las reglamenta sin 
alterar su espíritu y las ejecuta en 
igual modo”.



1062

colección doctrina

COMENTARIOS

Siguiendo la tabla precedente, pueden volcarse las reflexiones si-
guientes:

Administración

Como afirma, con todo acierto, Hernández: 
[R]esultan incuestionables las facultades de administración corres-
pondientes al nuevo nivel de gobierno instituido en la ley suprema de 
la Nación. Dichas facultades competen, según el Estatuto Organizati-
vo, a los distintos departamentos de gobierno, pero especialmente al 
Jefe de Gobierno, que es el Jefe de la Administración, según lo dispues-
to por el artículo 102.1

Desde tal atalaya, se proclaman, en el artículo objeto de comenta-
rio, cuáles son las competencias de la rama ejecutiva. 

El Jefe de Gobierno tiene a su cargo la administración de la Ciudad, la 
planificación general de la gestión y la aplicación de las normas, y dirige 

1. Hernández, Antonio María, Federalismo, autonomía municipal y ciudad de Buenos Aires 
en la reforma constitucional de 1994, Buenos Aires, Depalma, 1997, p. 230.

Constitución Nacional Constitución de la CABA

“Concurrir a las sesiones del Congreso 
y participar en sus debates, pero 
no votar” (artículo 100.9).

“Participa en la discusión de las leyes, 
directamente o por medio de sus 
Ministros”. 
“Publica los decretos en el Boletín 
Oficial de la Ciudad dentro de los 
treinta días posteriores a su emisión, 
bajo pena de nulidad”.

por (…) el Poder Ejecutivo, salvo las 
excepciones que establece esta 
Constitución” (artículo 77).
“Expide las instrucciones y 
reglamentos que sean necesarios 
para la ejecución de las leyes de la 
Nación, cuidando de no alterar su 
espíritu con excepciones 
reglamentarias” (artículo 99.2).
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la Administración Pública en su esfera. De ello se derivan algunas re-
flexiones de interés de cara al artículo 99.1 de la Constitución Nacional.

Por un lado, el titular del Poder Ejecutivo nacional cuenta con una 
jefatura “suprema”, lo cual sería imposible en los planos infranacio-
nales, pues ese carácter supremo es un paralelo de la soberanía que 
asiste a la Nación y no a las unidades que la componen. La jefatura 
del gobierno, presente en la figura presidencial nacional, no aparece 
explícitamente en cabeza del Poder Ejecutivo porteño. Empero, el re-
conocimiento de esa jefatura, en la Ciudad de Buenos Aires, surge cla-
ramente de la propia redacción del artículo, pues alude expresamente 
al “Jefe de Gobierno” como sujeto de la oración. También emana del 
artículo 95 de la CCABA, que establece que “El Poder Ejecutivo de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires es ejercido por un Jefe o Jefa de 
Gobierno o Gobernador o Gobernadora”; también surge del texto del 
artículo 102, que reza “El Jefe de Gobierno tiene a su cargo…” y del texto 
de los artículos 104 y 105, que aluden a “atribuciones y facultades del 
Jefe de Gobierno” y a “deberes del Jefe de Gobierno”, respectivamente.

La responsabilidad política de la administración general del país 
que recae sobre la figura presidencial nacional no se halla explícita-
mente consagrada en la Constitución de la Ciudad. Por ende, hipo-
téticamente, podría imaginarse que el Jefe de Gobierno no resulta 
responsable políticamente por la administración general de la Ciu-
dad. Ello, sin embargo, resulta neutralizado por el régimen de juicio 
político consagrado en el artículo 98 de la Constitución de la Ciudad, 
pues el juicio político es un juicio de responsabilidad política,2 si bien 
restringido a ciertas causales. La titularidad, por ende, acarrea res-
ponsabilidad política. Tal responsabilidad política puede, asimismo, 
ser diferenciada de la responsabilidad penal, y de la responsabilidad 
que pesa sobre el Jefe de Gobierno, entre otros, bajo el artículo 56, por 

2. Así, en voto del Dr. José Alejandro Mosquera en “Moliné O’Connor, Eduardo s/remo-
ción”, Fallos: 327: 1914 (2004): “Jamás puede racionalmente aceptarse que la circuns-
tancia de ventilarse la responsabilidad política de los miembros de la Corte Suprema a 
través de un juicio político, permita soslayar, neutralizar, minimizar o distorsionar la 
esencia de lo que configura un juicio”.
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los daños que ocasione y por los actos u omisiones en que incurriera 
excediéndose en sus facultades legales.3

Finalmente, el titular del Poder Ejecutivo de la Ciudad “dirige” la 
Administración Pública a su cargo, y ello marca un paralelo con el ré-
gimen nacional. El Presidente de la Nación ha sido calificado, en rei-
teradas ocasiones, como “Jefe de la Administración”,4 y ese carácter 
de jefe implica, al menos, dirigir. La dirección de la Administración 
y la consiguiente jefatura también se hallan en cabeza del titular del 
Poder Ejecutivo de la Ciudad. Ello hace a que “Dichas facultades com-
peten, según el Estatuto Organizativo, a los distintos departamentos 
de gobierno, pero especialmente al Jefe de Gobierno, que es el Jefe de 
la Administración, según lo dispuesto por el artículo 102”.5 Empero, 
deben desglosarse, de esa dirección o jefatura, las competencias que el 
artículo 104 de la CCABA coloca en cabeza del Ministro Coordinador. 
Este “coordina y supervisa las actividades de los Ministros”, además 
de “presidir los acuerdos y sesiones del gabinete en ausencia del Jefe 
de Gobierno”, con lo cual tales competencias no recaen en el Jefe de 
Gobierno sino en la figura del Ministro Coordinador. Por ende, el ejer-
cicio de la coordinación y supervisión no resultará del Jefe de Gobier-
no sino del Ministro Coordinador, y la presidencia podrá, en su caso, 
hallarse también desglosada.

Eficacia administrativa. Inversión de recursos

Al tiempo que el Poder Ejecutivo nacional, responsable político de 
la administración del país, “[s]upervisa el ejercicio de la facultad del 

3. La diferenciación entre los tres renglones es efectuada por Armagnague, Juan 
Fernando, “La responsabilidad civil, la penal y la política en el caso Ibarra”, Los An-
des, 10/03/2010, Disponible en: http://archivo.losandes.com.ar/notas/2006/3/10/opi-
nion-186593.asp (último acceso: 04/08/2016).
4. “Rodríguez, Rafael Antonio y otros c/Consejo Nacional de Educación Técnica s/em-
pleo público”, Fallos: 321:663 (1998); “Gabetta, Ángel Alberto c/Estado Nacional (Minis-
terio de Defensa) s/ordinario”, Fallos: 312:156 (1989); “Dana Montaño, Salvador M.”, 
Fallos: 235:337 (1956).
5. Hernández, Antonio María, “El nuevo régimen constitucional de la Ciudad de Bue-
nos Aires”, p. 20. Disponible en: https://www.google.com.ar/url?sa=t&rct=j&q=&esr
c=s&source=web&cd=1&ved=0ahUKEwjAyZCJu6jOAhVGDZAKHQAzC_8QFggcM
AA&url=http%3A%2F%2Fwww.acaderc.org.ar%2Fdoctrina%2Farticulos%2Fartciud
adbuenosaires%2Fat_download%2Ffile&usg=AFQjCNGYbmh4i2JPDi37H7fMgXcN-
kv79g&sig2=p-xEyxzXFp9E_Y5hioUl3g (último acceso: 04/08/2016).
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Jefe de Gabinete de Ministros respecto de la recaudación de las ren-
tas de la Nación y de su inversión, con arreglo a la ley o presupuesto 
de gastos nacionales”,6 el Jefe de Gobierno de la Ciudad dirige a la 
Administración local procurando “su mayor eficacia y los mejores re-
sultados en la inversión de los recursos”, refiriéndose el pronombre 
“su” a la Administración.

Dos ejes se advierten en el texto: por un lado, el objetivo de eficacia de 
la Administración y, por el otro, lo relativo a la inversión de los recursos.

Una decisión es eficaz cuando sirve al propósito para el cual estaba 
enderezada; se trata de la verificación del resultado tenido en cuenta 
al decidir.7 Tal evaluación del éxito de una medida ninguna relación 
guarda, en principio, con la ponderación de la eficiencia de la misma, 
que se referirá al menos a la faz económica, es decir, a si se ha logrado 
el resultado esperado al menor costo.

Puede tenerse en cuenta que la obtención de eficacia en la Adminis-
tración será, como objetivo, pasible de un restringido control judicial 
en tanto se la conciba como equivalente a mérito. En este sentido, cabe 
recordar que en el fallo “Orías” se equiparó conveniencia con eficacia.8 
Y en el célebre fallo “Cine Callao” se equiparó al mérito con la eficacia9 y 
se afirmó que “el análisis del mérito o eficacia de los medios arbitrados 
para alcanzar los fines propuestos (…) son ajenos a la competencia de 
esta Corte, a la que sólo incumbe pronunciarse acerca de la razonabi-
lidad de los medios elegidos…”.10 Esa irrevisabilidad, de la obtención 
o no de eficacia, moraría, asimismo, en la tesis de las cuestiones de 
política administrativa –determinar el cómo obtener la eficacia sería 

6. Cfr. art. 99, inc. 10, CN.
7. Ello fue explicado en nuestro “Eficiencia y Tarifas (con especial referencia al factor 
X)”, Revista de Derecho Administrativo, Buenos Aires, Depalma, 2001, N° 36/38, enero-
diciembre 2001, p. 173 y ss.
Ampliar, asimismo, en Aguilar Valdéz, Oscar, “El control judicial de razonabilidad de 
las medidas de intervención y regulación económica”, en VV. AA., Control público y ac-
ceso a la justicia, jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, 
Buenos Aires, Astrea y Rap, 2016, pp. 313-358.
8. “Orías, Raúl c/Universidad Nacional de Río Cuarto”, Fallos: 317:40 (1994).
9. Fallos: 247:121 (1960).
10. Ídem.
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una apreciación no jurídica sino de conveniencia– como cuestiones 
políticas irrevisables, en principio, judicialmente.11

Se trata de una eficacia que derrama sus benéficos efectos sobre los 
administrados. Por ello, el artículo 3 de la ley de procedimientos de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece que 

... [l]os Ministros y demás funcionarios del Poder Ejecutivo y los titula-
res de los órganos directivos de entes descentralizados podrán dirigir 
o impulsar la acción de sus inferiores jerárquicos mediante órdenes, 
instrucciones, circulares y reglamento internos, a fin de asegurar ce-
leridad, economía, sencillez y eficacia de los trámites…12

No puede soslayarse que la noción de eficacia –verificación del 
éxito u obtención del objetivo tenido en cuenta, a diferencia de la efi-
ciencia, que mide al menos los costos involucrados en ese logro– hace 
a los hechos, a la confrontación de los hechos con el objetivo prefijado. 
De tal modo, la noción de eficacia enraíza en la concepción que pare-
cería hacer prevalecer los hechos sobre todo lo demás. Corresponde a 
Jellinek no la enunciación de un principio de eficacia pero sí la con-
cepción del “poder normativo de lo fáctico”;13 Schmitt se ha referido 
al “poder ordenatorio de lo fáctico”.14 Ante tal peligroso panorama es 
que habría que leer con prudencia la manda de obtención de eficacia 
administrativa en la Ciudad. Pues no podría concebirse una obten-
ción de eficacia administrativa haciendo caso omiso del Derecho y la 
Moral que lo informan, así como tampoco podría hacerse prevalecer 
el ser sobre el deber ser. 

En cuanto a los recursos públicos, el pasaje comentado alude, en 
su segunda parte, a los “mejores resultados en la inversión de los re-
cursos” que serán procurados por el Jefe de Gobierno. Los recursos de 

11. Ampliar en Bianchi, Alberto B., Control de constitucionalidad, Buenos Aires, Ábaco, 
2da. ed. actual., reestr. y aum., 2002, T. II, p. 236 y ss.
12. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, “Decreto de Necesidad y Urgen-
cia 1510/GCABA/97”, disponible en: http://www2.buenosaires.gob.ar/regimengeren-
cial/concursos/Documentacion/Decreto%201510-97.pdf (último acceso: 04/08/2016).
13. Jellinek, Georg, Allgemeine Staatslehre, Berlin, Verlag von O. Häring, 1914, p. 338, 
disponible en: https://ia802608.us.archive.org/23/items/allgemeinestaats00jelliala/
allgemeinestaats00jelliala_bw.pdf (último acceso: 04/08/2016).
14. Schmitt, Carl, On the Three Types of Juristic Thought (traducción de Joseph W. Bender-
sky), Connecticut y Londres, Praeger, Westport, 2004, p. 69.
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la Ciudad se hallan enumerados en la normativa infraconstitucional.15 
Se advierte que el texto constitucional local incluye un calificativo 
comparativo –mejores resultados– y significa un importante avance 
respecto del régimen nacional, que no incluye tal calificación. De tal 
modo, financieramente, el Jefe de Gobierno procurará no sólo invertir 
los recursos sino invertirlos para obtener esos mejores resultados. 

El empleo del calificativo “mejor” es distinto del previsto en la ley 
de administración financiera nacional, que se refiere –entre otros su-
puestos– al “mejoramiento” de los montos, plazos o intereses en las 
operaciones de crédito público.16 Una cosa es el “mejor” resultado, y 
otra cosa será “mejorar” un resultado.

De otra parte, en el régimen de la Constitución de la Ciudad no se 
advierte la fijación de parámetros para determinar el mejor resultado 
de las inversiones. Ello implica que, hipotéticamente, las inversiones 
de los recursos podrían dar los mejores resultados en el plano econó-
mico, financiero, medioambiental, social, entre miríadas de supuestos 

15. Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ley N° 70, art. 36: “Los recursos 
de la Ciudad se integran con los que establece el artículo 9 de la Constitución de la Ciu-
dad de Buenos Aires que son los siguientes:
Los ingresos provenientes de los tributos que establece la Legislatura.
Los fondos de Coparticipación Federal que le correspondan.
Los provenientes de las contribuciones indirectas del artículo 75, inc. 2 primer párrafo 
de la Constitución Nacional.
Los fondos reasignados con motivo de las transferencias de competencias, servicios 
y funciones, en los términos del artículo 75, inc 2, quinto párrafo de la Constitución 
Nacional.
Los ingresos provenientes de la venta, locación y cesión de bienes y servicios.
La recaudación obtenida en concepto de multas, cánones, contribuciones, derechos y 
participaciones.
Las contribuciones de mejoras por la realización de obras públicas que beneficien de-
terminadas zonas.
Los ingresos por empréstitos, suscripción de títulos públicos y demás operaciones 
de crédito.
Las donaciones, legados, herencias vacantes y subsidios.
Los ingresos por la explotación de juegos de azar, de apuestas mutuas y de destreza.
Los ingresos provenientes de los acuerdos celebrados con la Nación, las Provincias, las 
regiones, las municipalidades, los Estados extranjeros y los organismos internacionales.
Los restantes que puedan integrar el tesoro de la Ciudad”. Disponible en:  http://www2.
cedom.gob.ar/es/legislacion/normas/leyes/ley70.html (último acceso: 04/08/2016).
16. Ley Nacional N° 24156, art. 65, 1° párrafo.
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más. Sin embargo, la ley respectiva de la Ciudad de Buenos Aires es-
tablece que 

A los efectos del cumplimiento de esta Ley se entiende por Inversión 
Pública la aplicación de recursos en todo tipo de bienes y de actividades 
que incrementen el patrimonio de las entidades que integran el sector 
público, con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, reponer o reconstruir la 
capacidad productora de bienes o prestadora de servicios.17 

De tal modo, la ley formal fija algunos de los parámetros para de-
terminar si se apuntó o no al mejor resultado al efectuarse la inversión. 

A todo evento, esos mejores resultados excluirán tanto a los peores re-
sultados en la inversión de los recursos, como a aquellos resultados que, 
sin serlo, no logren tener la calidad superlativa prefijada en la norma. 

Leyes. Reglamentos

El Jefe de Gobierno de la Ciudad, en el plano de las leyes, “[p]arti-
cipa en la formación de las leyes según lo dispuesto en esta Constitu-
ción, tiene iniciativa legislativa, promulga las leyes y las hace publicar, 
las reglamenta sin alterar su espíritu y las ejecuta en igual modo”. 

La consideración de la iniciativa legislativa del titular del Poder 
Ejecutivo de la Ciudad remite al artículo 85 de la Constitución. 

La participación en el proceso legislativo se refleja en el artículo 86 
de la Constitución (que ha sido objeto de comentario en el lugar perti-
nente de esta obra), el cual establece que 

... [s]ancionado un proyecto de ley por la Legislatura pasa sin más trá-
mite al Poder Ejecutivo para su promulgación y publicación. (…) Se 
considera promulgado por el Poder Ejecutivo todo proyecto de ley no 
vetado en el término de diez días hábiles, a partir de la recepción. Las 
leyes se publican en el Boletín Oficial dentro de los diez días hábiles 
posteriores a su promulgación. Si el Poder Ejecutivo omite su publica-
ción la dispone la Legislatura. 

El poder reglamentario del Jefe de Gobierno de la Ciudad ofrece 
sus particularidades de elevado interés. Una apresurada lectura del ar-
tículo 102 podría hacernos creer que la Jefatura de Gobierno de la Ciu-
dad sólo se halla habilitada para dictar reglamentos de ejecución. Se 

17. Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ley 70, art. 13.
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podría imaginar que hay una coincidencia con el pensamiento rous-
seauniano en cuanto –en general– se interpretan restrictivamente las 
competencias del Poder Ejecutivo, en particular la potestad reglamen-
taria.18 Se vería en ello un resabio de aquella postura doctrinaria según 
la cual el Ejecutivo sólo “ejecuta” las leyes del Legislativo,19 las pone en 
ejecución,20 limitándose a tal estrecho campo la actividad denominada 
competencia reglamentaria. 

Empero, de una lectura integradora se advierte que el Ejecutivo, 
en la Ciudad, puede, al menos, dictar reglamentos de ejecución, regla-
mentos de necesidad y urgencia y reglamentos autónomos.21 Veamos:

El Jefe de Gobierno reglamenta las leyes sin alterar su espíritu y las 
ejecuta de igual modo, labor de ejecución que aparece reiterada en el 
segundo inciso del artículo 104 (“ejecuta las leyes”). Ello aparece como 
reflejo del artículo 99 inciso 2 de la Constitución Nacional, que estable-
ce que el Poder Ejecutivo nacional “[e]xpide las instrucciones y regla-
mentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, 
cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias”. 
De ello podría inferirse que la prescripción constitucional, en la Cons-
titución de la Ciudad, se refiere a los denominados “reglamentos de 
ejecución”, que son los que “regulen los detalles indispensables para 
asegurar el cumplimiento de la ley”.22 Ellos son de necesario dictado en 
la Ciudad, pues según el artículo 102, primer párrafo, el Ejecutivo tiene 
a su cargo la aplicación de las normas, y según el artículo 104, segundo 
inciso, ejecuta las leyes. Aquellas normas que requieran, para su apli-

18. Explica Jellinek que “la doctrina de Rousseau había sustraído de la actividad del po-
der ejecutivo toda actividad propia, y expresamente lo dejaba limitado a la ejecución 
de lo que la ley determinaba”, cfr. Jellinek, Georg, Teoría General del Estado (trad. de la 
2a ed. alemana de Fernando de los Ríos Urruti), Buenos Aires, Albatros, 1943, p. 503.
19. Ampliar en Carré de Malberg, R., Teoría General del Estado (trad. de José Lión 
Depetre), Ciudad de México, Fondo de Cultura Económica, 1998, p. 508 y sus citas.
20. Sánchez Agesta, Luis, Principios de Teoría Política, Madrid, Editorial Nacional, 6a ed. 
rev., 1976, p. 441.
21. Acerca de las diversas clases de reglamentos en la Ciudad, ver el voto de la juez Ana 
María Conde en Documento: 2007-04-18, Expte. 4911/2006 “Fornasari, Norberto Fabio 
c/GCBA y otros s/amparo (art. 14 CCBA) s/recurso de inconstitucionalidad concedi-
do”, del 18/04/2007.
22. Voto de la juez Ana María Conde en Documento: 2008-02-13, Expte. 5406/2007 
“Solares de Conesa SA c/GCBA s/impugnación actos administrativos s/recurso de in-
constitucionalidad concedido”, del 13/02/2008.
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cación, una reglamentación, deberán ser reglamentadas o el Jefe de 
Gobierno sería responsable por tal omisión en cuanto al cumplimiento 
de una manda constitucional. Se infiere de ello la preocupación del 
Constituyente por que las leyes no queden en el mundo ideal y sean, 
en los hechos, ejecutadas. En otras palabras, son los reglamentos que 
permiten la aplicación de las leyes, impidiendo que la labor legislativa 
se torne fútil o inaplicable por haberse omitido el reglamentar una ley, 
haciéndola, así, inoperativa o meramente programática, derogándola 
en los hechos. Tal competencia para dictar reglamentos de ejecución 
se justifica, como expusimos en otro lugar, en la rapidez en el obrar 
y la especialización que asiste a la Administración considerando los 
órganos y entes que la componen.23

De otra parte, el Ejecutivo de la Ciudad puede dictar “decretos por 
razones de necesidad y urgencia”, pues a ello lo habilita el artículo 103, 
que ya ha sido objeto de comentario en esta obra.

También puede el Jefe de Gobierno dictar reglamentos autónomos, 
independientes o constitucionales, pues dicho funcionario es quien 
dirige la Administración, tendiendo esta a su cargo, con lo que lo asiste 
la doctrina de la denominada “zona de reserva de la Administración”24 
según las enseñanzas iusadministrativistas de recibo. En este marco, 
se ha afirmado que 

... la jefatura de la Administración le concede [al Jefe de Gobierno de 
la Ciudad] (…) la denominada “zona de reserva de la Administración”, 
de donde resulta su facultad reglamentaria y la posibilidad de dictar 
los denominados “reglamentos autónomos”, es decir, aquellos que no 
tienen alcance general sino que se refieren únicamente al área de la 
administración pública…25

23. Nos permitimos remitir a nuestro trabajo “La Administración legisladora (y dos 
saludables recaudos)”, en Cassagne, Juan Carlos (dir.), Derecho Procesal Administrativo. 
Homenaje a Jesús González Pérez, Buenos Aires, Hammurabi, 2004, T. I, pp. 391-437.
24. Ampliar en Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Buenos Aires, 
Abeledo Perrot, 4ta. ed. act., T. I, pp. 249-256; ver, asimismo, Coviello, Pedro J. J., “La 
denominada ‘zona de reserva de la Administración’ y el principio de la legalidad admi-
nistrativa”, en Derecho Administrativo. Homenaje al profesor Miguel S. Marienhoff, Buenos 
Aires, Abeledo Perrot, 1998, pp. 193-222.
25. Dalla Via, Alberto R., Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Buenos Ai-
res, Editorial de Belgrano, 1996, p. 136.
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Finalmente, el Jefe de Gobierno no puede dictar reglamentos de-
legados, pues no recibirá delegación alguna: la Legislatura se halla 
impedida de delegar sus atribuciones (artículo 84). En otras palabras, 
bajo la Constitución de la Ciudad la delegación legislativa se halla ex-
presamente prohibida.26 Es más, al no formularse distinción alguna, 
la “delegación” –que se halla prohibida– comprenderá la prohibición 
tanto de su forma propia como impropia.

Discusión de las leyes. Publicación de decretos

El Jefe de Gobierno “[p]articipa en la discusión de las leyes, directa-
mente o por medio de sus Ministros” y esta última posibilidad condice 
con la posibilidad de delegación administrativa que asiste al Jefe de Go-
bierno bajo el artículo 101 in fine. 

Por último, según el texto constitucional, el Jefe de Gobierno de la 
Ciudad “[p]ublica los decretos en el Boletín Oficial de la Ciudad dentro 
de los treinta días posteriores a su emisión, bajo pena de nulidad”. Por 
ende, la no publicación implicaría, bajo la letra de la norma constitu-
cional, la nulidad del decreto. Sin embargo, la ley de procedimiento 
administrativo local no prevé tal causal de nulidad,27 y sí prevé que la 
publicación acarreará la eficacia del acto (artículo 11). Sin que se quiera 
significar que una ley prevalece sobre la Constitución, el texto infracons-
titucional procedimental echa luz sobre el significado de la publicación: 
la misma apunta a que el acto tenga eficacia; nada aporta la publicación 
a la validez. Por ende, se colige que la omisión de publicación impor-
tará que el acto de alcance general (hipotéticamente válido) carezca de 
eficacia, es decir, que sea inoponible a terceros. Esta interpretación es, 
además, la que coincide con aquella jurisprudencia conforme la cual “un 
reglamento no dejará de serlo porque la Administración incumpla con 
la obligación de publicarlo para que adquiera eficacia”.28

26. Gil Domínguez, Andrés, Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Un reco-
rrido crítico, Buenos Aires, Eudeba y Colegio de Escribanos de la Capital Federal, 1997, 
pp. 179 y 185.
27. Ver art. 14 y concs., Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, “Decreto 
de Necesidad y Urgencia 1510/GCABA/97”, disponible en: http://www2.buenosaires.
gob.ar/regimengerencial/concursos/Documentacion/Decreto%201510-97.pdf (último 
acceso: 04/08/2016).
28. “Finexcor S.A. c/Estado Nacional (M° de Economía) s/juicios de conocimientos”, 
Fallos: 328:2457 (2005).
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Es claro que, al aludirse a publicación, la prescripción se refiere a 
los decretos que trasuntan medidas de alcance general. Así, parecería 
tenderse a la protección del sistema republicano consagrado en el artí-
culo 1 de la Constitución de la CABA, conforme al cual “todos los actos 
de gobierno son públicos”, conformando ese bien colectivo que es la 
información estatal.29

29. Acerca de dicho bien, ampliar en Basterra, Marcela I., “El derecho de acceso a la 
información pública. Análisis del proyecto de ley federal”, Buenos Aires, Instituto de 
Política Constitucional, Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas, 5/5/2010, 
p. 14, disponible en: http://www.ancmyp.org.ar/user/files/01%20Basterra.pdf (último 
acceso: 04/08/2016).

Artículo 103
El Poder Ejecutivo no puede, bajo pena de nulidad, emitir disposicio-

nes de carácter legislativo. Solamente cuando circunstancias excepcionales 
hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos en esta Consti-
tución para la sanción de las leyes y no se trate de normas que regulen las 
materias procesal penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos 
políticos, el Gobernador puede dictar decretos por razones de necesidad y 
urgencia. Estos decretos son decididos en acuerdo general de Ministros, 
quienes deben refrendarlos. Son remitidos a la Legislatura para su ratifi-
cación dentro de los diez días corridos de su dictado, bajo pena de nulidad.

LA REGULACIÓN DE LOS DECRETOS DE 
NECESIDAD Y URGENCIA Y LOS CONTROLES 
INSTITUCIONALES
Por María Ximena Luques

Concordancias: artículo 99 inciso 3 de la Constitución Nacional; 
artículos 141 inciso 18, y 142 de la Constitución Provincia de Chaco; ar-
tículos 156, 132 inciso 20 de la Constitución de la Provincia de Chubut; 
artículo 126 inciso 12 de la Constitución de la Provincia de la Rioja; 
artículo 181, inciso 6 de la Constitución de la Provincia de Río Negro; 


